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Vistos, para resolver, los autos del juicio de amparo indirecto 

************** y, 

R E S U L T A N D O:

Primero. Presentación y datos de la demanda. Por escrito 

depositado el veinte de febrero de dos mil veintiséis, en el Buzón 

Judicial de los Juzgados de Distrito en Materias Administrativa, Civil y 

de Trabajo en el Estado de México, con residencia en Toluca, turnado 

en esa fecha a este Juzgado de Distrito, ****** ******** *********, 

solicitó el amparo y protección de la Justicia Federal contra el acto 

reclamado consistente en la negativa de la autoridad responsable de 

realizar el embargo sobre la cuenta bancaria que fue señalada por el 

quejoso en la diligencia de requerimiento de pago de ***** ** ******* 

** *** *** **********.

Segundo. Admisión. Mediante proveído de veinticuatro de 

febrero de dos mil veintiséis; se admitió a trámite la demanda; se 

requirió el informe de ley, se dio intervención al Fiscal Federal adscrito 
y, fijó fecha para la audiencia constitucional.

Tercero. Audiencia constitucional. El diez de abril de dos mil 

veintiséis tuvo verificativo la audiencia constitucional; y,

C O N S I D E R A N D O:

Primero. Competencia. Este Juzgado Séptimo de Distrito en 
Materias Administrativa, Civil y de Trabajo en el Estado de México, 
con residencia en Toluca, es legalmente competente para conocer y 

resolver el juicio de amparo planteado, de conformidad con lo dispuesto 

en los artículos 103, fracción I y 107 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos; 1° fracción I, 37 y 107 fracción IV de la Ley 

de Amparo; 58 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación 

publicada en el Diario Oficial de la Federación el veinte de diciembre de 

dos mil veinticuatro; y, con el Acuerdo General número 3/2013, del 

Pleno del Consejo de la Judicatura Federal; pues la diligencia de trece 

A
R

T
U

R
O

 D
E

 JE
SÚ

S JIM
É

N
E

Z
 B

O
R

JA
706a6620636a66320000000000000000000122ea
15/05/26 18:00:00

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



Juicio de amparo indirecto 269/2026-IV-B.

2

de febrero de dos mil veintiséis tuvo lugar donde este órgano 

jurisdiccional ejerce jurisdicción.

Segundo. Oportunidad. La persona quejosa tuvo 

conocimiento del acto reclamado el trece de febrero de dos mil 

veintiséis, por lo que el término de quince días que prevé el artículo 

17 de la Ley de Amparo transcurrió del dieciséis de febrero al seis 
de marzo de dos mil veintiséis.

Lo anterior sin considerar los días sábados y domingos, por ser 

inhábiles conforme a lo dispuesto en el artículo 19 de la Ley de 

Amparo, así como aquellos considerados inhábiles en términos de la 

Ley Federal del Trabajo.

En consecuencia, si la demanda se presentó el veinte de 

febrero de dos mil veintiséis, se concluye que se presentó dentro del 

plazo genérico de quince días previsto en el párrafo primero del artículo 

17 de la Ley de Amparo. 

Tercero. Precisión de los actos reclamados. Antes de 

analizar lo referente a la certeza del acto reclamado, resulta necesario 

precisar cuál es éste, en observancia a lo que establece el artículo 74, 

fracción I, de la Ley de Amparo; realizando para tal efecto, un análisis 

conjunto de la demanda de amparo que atienda a lo que 

materialmente se pretende, tal y como lo ha dispuesto nuestro 

máximo Tribunal de la República.

Tiene aplicación en este sentido, por analogía de razón la 

jurisprudencia 40/2000, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación, correspondiente a la Novena Época, registro electrónico 

192097, de título, subtitulo y texto siguiente:

“DEMANDA DE AMPARO. DEBE SER INTERPRETADA 
EN SU INTEGRIDAD. Este Alto Tribunal, ha sustentado 
reiteradamente el criterio de que el juzgador debe interpretar el 
escrito de demanda en su integridad, con un sentido de liberalidad 
y no restrictivo, para determinar con exactitud la intención del 
promovente y, de esta forma, armonizar los datos y los elementos 
que lo conforman, sin cambiar su alcance y contenido, a fin de 
impartir una recta administración de justicia al dictar una 
sentencia que contenga la fijación clara y precisa del acto o actos 
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reclamados, conforme a lo dispuesto en el artículo 77, fracción I, 
de la Ley de Amparo”.

En ese tenor, por así desprenderse del estudio integral de la 

demanda de amparo, se obtiene que la persona quejosa reclama lo 

siguiente:

La negativa de la autoridad responsable de realizar el embargo 

sobre la cuenta bancaria que fue señalada por el quejoso en la 

diligencia de requerimiento de pago de  ***** ** ******* ** *** *** 

**********.

Cuarto. Existencia del acto reclamado. La Presidenta del 
Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje y Actuaria adscrita, al 

rendir informe justificado aceptaron la existencia del acto reclamado 

que se les atribuye.

Certeza que se corrobora además con las constancias remitidas 

por el tribunal responsable, consistentes en el expediente  ********; 

por lo que se les otorga valor probatorio pleno, de conformidad con el 

artículo 202 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de 

aplicación supletoria a la Ley de Amparo, por disposición expresa de su 

2° numeral, al ser expedidas por autoridad en ejercicio de sus 

funciones.

Quinto. Causales de improcedencia. Por ser una cuestión de 

orden público y de estudio preferente, debe analizarse la procedencia 

del juicio constitucional, sea que la invoquen las partes, o se advierta 

de oficio, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 62 de la Ley de 

Amparo.

Resulta aplicable la jurisprudencia1 sustentada por la extinta 

Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que es del 

rubro y texto:

“IMPROCEDENCIA. ESTUDIO PREFERENCIAL DE 
LAS CAUSALES PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 73 DE 

1 Número de registro 194697.
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LA LEY DE AMPARO. De conformidad con lo dispuesto 
en el último párrafo del artículo 73 de la Ley de Amparo 
las causales de improcedencia deben ser examinadas de 
oficio y debe abordarse en cualquier instancia en que el 
juicio se encuentre; de tal manera que si en la revisión se 
advierte que existen otras causas de estudio preferente a 
la invocada por el Juez para sobreseer, habrán de 
analizarse, sin atender razonamiento alguno expresado 
por el recurrente. Esto es así porque si bien el artículo 73 
prevé diversas causas de improcedencia y todas ellas 
conducen a decretar el sobreseimiento en el juicio, sin 
analizar el fondo del asunto, de entre ellas existen algunas 
cuyo orden de importancia amerita que se estudien de 
forma preferente. Una de estas causas es la inobservancia 
al principio de definitividad que rige en el juicio de 
garantías, porque si, efectivamente, no se atendió a ese 
principio, la acción en sí misma es improcedente, pues se 
entiende que no es éste el momento de ejercitarla; y la 
actualización de este motivo conduce al sobreseimiento 
total en el juicio. Así, si el Juez de Distrito para sobreseer 
atendió a la causal propuesta por las responsables en el 
sentido de que se consintió la ley reclamada y, por su 
parte, consideró de oficio que respecto de los restantes 
actos había dejado de existir su objeto o materia; pero en 
revisión se advierte que existe otra de estudio preferente 
(inobservancia al principio de definitividad) que daría lugar 
al sobreseimiento total en el juicio y que, por ello, 
resultarían inatendibles los agravios que se hubieren 
hecho valer, lo procedente es invocar tal motivo de 
sobreseimiento y con base en él confirmar la sentencia, 
aun cuando por diversos motivos, al sustentado por el 
referido Juez de Distrito.”.

Sentado lo anterior, conviene precisar que la improcedencia en 

el juicio de amparo debe entenderse como una institución por virtud de 

la cual el juzgador federal se encuentra impedido para establecer si los 

actos reclamados son inconstitucionales o no, es decir, la actualización 

de una causal, provoca en el resolutor una limitación para el estudio y 

pronunciamiento de la cuestión de fondo que importa a la litis 

constitucional sujeta a su potestad, la cual como ya se dijo, debe 

analizarse aun de oficio, pues constituye una cuestión de orden público 

y de estudio preferente, además de obligatorio.

Sin que las partes la hayan invocado alguna causal de 

improcedencia del juicio de amparo, ni este órgano de control 

constitucional advierta de oficio su configuración, lo que procede es el 

análisis de legalidad y constitucionalidad de los actos reclamados.

A
R

T
U

R
O

 D
E

 JE
SÚ

S JIM
É

N
E

Z
 B

O
R

JA
706a6620636a66320000000000000000000122ea
15/05/26 18:00:00

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



Juicio de amparo indirecto 269/2026-IV-B.

5

Sexto. Antecedentes. Para una mejor comprensión del asunto, 

se precisan los siguientes antecedentes del acto reclamado:

1. Mediante escrito presentado el treinta de enero de dos mil 

diecisiete,  ****** ******** ********* , a través de su apoderado 

demandó del Ayuntamiento de Toluca, Estado de México, diversas 

prestaciones de carácter laboral. 

2. Seguido el juicio laboral en su trámite, el veintiuno de enero 

de dos mil veinticinco, se emitió laudo en los siguientes términos:

“PRIMERO.- La parte actora acreditó parcialmente los 
presupuestos de su acción, en tanto la demandada, justificó 
parcialmente sus excepciones y defensas, en consecuencia:

SEGUNDO.- Se condena al demandado H. 
************ ************** ** ******* ****** 
** ****** , a pagar al actor  ** ****** ******** 
*********, indemnización constitucional, salarios vencidos, 
prima de antigüedad, 20 días de salario por cada año de servicios 
prestados, salarios devengados del 1° al 22 de enero de 2017, 
vacaciones de 2016 y 2017, aguinaldo, prima vacacional de 2017, 
despensa, prima por permanencia en el servicio, días económicos, 
gratificación de fin de año, días festivos, viernes de semana santa 
12 de diciembre y 20 de agosto de 2010 al 2016, en términos del 
considerando IV de esta resolución.-

TERCERO.- Se absuelve al demandado  ** 
************ ************** ** ******* ****** 
** ****** , de pagar al actor  ** ****** ******** 
*********, tiempo extraordinario por todo el tiempo de 
prestación de servicios, viernes de semana santa 12 de diciembre 
y 20 de agosto de 2017, en términos del considerando IV de esta 
resolución”.

3. Inconforme con lo anterior, el Ayuntamiento demandado 

promovió juicio de amparo directo, del cual conoció el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia de Trabajo del Segundo Circuito, bajo el 

número ********, quien mediante sesión de cinco de junio de dos mil 

veinticinco, negó el amparo solicitado.

4. En proveído de veinticinco de noviembre de dos mil 

veinticinco, la autoridad responsable, emitió auto de requerimiento de 

pago y embargo en contra del Ayuntamiento demandado por la 
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cantidad de  *********** (*********** ******* * ***** *** *********** 

************ ***** ****** ****** ********).

5. Diligencia anterior que tuvo lugar el trece febrero de dos mil 

veintiséis y que la persona quejosa señala como acto reclamado.

Hasta aquí los antecedentes.

Séptimo. Estudio de fondo del asunto. Es innecesario 

transcribir los argumentos de inconformidad formulados por la persona 

quejosa, pues no existe disposición que obligue a ello, ya que lo 

importante es que no se dejen de analizar en su integridad.

Sobre el particular se invoca la jurisprudencia 58/2010, de la 

extinta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

registro electrónico 164618, correspondiente a la Novena Época, de 

título, subtitulo y texto siguiente:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA 
CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y 
EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES 
INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos 
integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero 
"Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de 
la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador 
que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los 
agravios, para cumplir con los principios de congruencia y 
exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se 
satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados 
de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, 
los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y 
corresponder a los planteamientos de legalidad o 
constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego 
correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que 
conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer 
tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador 
realizarla o no, atendiendo a las características especiales del 
caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de 
exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de 
legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho 
valer.”

Suplencia de la deficiencia de la queja. Dado que el ahora 

quejoso es el trabajador, de conformidad con el artículo 79, fracción V, 

de la Ley de Amparo, se procederá, en su caso, a suplir la deficiencia 

en los conceptos de violación planteados en la demanda de amparo.
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Es aplicable al caso, la tesis de jurisprudencia 2a./J. 158/2015, 

de la extinta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la 

Federación, Tomo I, Diciembre de 2015, Décima Época, Libro 25, 

página 359, que establece:

"SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN EL JUICIO 
DE AMPARO LABORAL. LA CIRCUNSTANCIA DE QUE SÓLO 
OPERE EN BENEFICIO DEL TRABAJADOR, NO VULNERA EL 
DERECHO HUMANO DE IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN. 
El artículo 76 Bis, fracción IV, de la Ley de Amparo vigente hasta 
el 2 de abril de 2013, sustituido por el numeral 79, fracción V, de la 
ley de la materia en vigor al día siguiente, al prever expresamente 
que la suplencia de la queja deficiente en materia laboral procede 
sólo a favor del trabajador, es producto de los procesos históricos 
de reforma constitucional y legal, cuya distinción de trato, en 
relación con el patrón, radica en que su finalidad es solventar la 
desigualdad procesal de las partes y la necesidad de proteger 
bienes básicos, derivado de que: a) el artículo 123 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la Ley 
Federal del Trabajo regulan la relación laboral como un derecho 
de clases; b) el patrón tiene mayores posibilidades económicas, lo 
cual le permite acceder a los servicios de mejores abogados y, al 
tener la administración de la empresa, cuenta con una mejor 
posibilidad de allegarse medios probatorios para el juicio; y, c) la 
protección a bienes elementales tiene como base el hecho de que 
la subsistencia del trabajador y de su familia, con todo lo que lleva 
implícito, depende de su salario y prestaciones inherentes, razón 
que evidencia la importancia que tiene para el trabajador un litigio 
derivado de la relación laboral; motivo por el cual se le liberó de la 
obligación de ser experto en tecnicismos jurídicos, lo que 
contribuyó, por un lado, a que no se obstaculizara la impartición de 
justicia y, por otro, a la salvaguarda de los derechos 
fundamentales consagrados en el referido artículo 123 de la Carta 
Magna. En esas condiciones, la Segunda Sala reitera el criterio de 
la jurisprudencia 2a./J. 42/97 (*), en el sentido de que es 
improcedente la suplencia de la queja deficiente a favor del patrón, 
inclusive bajo el contexto constitucional sobre derechos humanos 
imperante en el país, y en consecuencia, la circunstancia de que 
sólo opere en beneficio del trabajador, no vulnera el de igualdad y 
no discriminación, porque la distinción de trato en referencia con el 
trabajador está plenamente justificada y, por lo mismo, resulta 
proporcional, es decir, sí guarda una relación razonable con el fin 
que se procura alcanzar, ya que tal diferenciación constituye una 
acción positiva que tiene por objeto medular compensar la 
situación desventajosa en que históricamente se ha encontrado la 
clase trabajadora frente a la patronal."

Precisado lo anterior, la suscrita estima fundados los 

conceptos de violación formulados por la persona quejosa, en los que 
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refiere violación artículo 17 Constitucional, aunque suplidos en su 

deficiencia, en términos de la fracción V, del artículo 79 de la Ley de 

Amparo.

Cabe señalar que la litis constitucional, consiste en determinar 

si es legal o no la negativa de la autoridad responsable de embargar la 

cuenta bancaria registrada a nombre de la demandada Ayuntamiento 

Constitucional de Toluca, Estado de México.

A fin de evidenciar lo fundado de los conceptos de violación de 

la persona quejosa, es menester señalar, en principio, cuáles son los 

derechos que otorga el artículo 17 del Pacto Federal; lo anterior, para 

poder entender el sentido de la presente resolución.

Dicho precepto constitucional establece:

"Artículo 17. Ninguna persona podrá hacerse justicia por sí 
misma, ni ejercer violencia para reclamar su derecho. Toda 
persona tiene derecho a que se le administre justicia por tribunales 
que estarán expeditos para impartirla en los plazos y términos que 
fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera pronta, 
completa e imparcial. Su servicio será gratuito, quedando, en 
consecuencia, prohibidas las costas judiciales.

Las leyes preverán mecanismos alternativos de solución de 
controversias. En la materia penal regularán su aplicación, 
asegurarán la reparación del daño y establecerán los casos en los 
que se requerirá supervisión judicial.

Las sentencias que pongan fin a los procedimientos orales 
deberán ser explicadas en audiencia pública previa citación de las 
partes.

Las leyes federales y locales establecerán los medios 
necesarios para que se garantice la independencia de los 
tribunales y la plena ejecución de sus resoluciones.

La Federación, los Estados y el Distrito Federal garantizarán 
la existencia de un servicio de defensoría pública de calidad para 
la población y asegurarán las condiciones para un servicio 
profesional de carrera para los defensores. Las percepciones de 
los defensores no podrán ser inferiores a las que correspondan a 
los agentes del Ministerio Público.”

El artículo 17 constitucional consagra el derecho público 

subjetivo de acceso a la impartición de justicia, del cual se desprenden 
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los siguientes principios: 

1. Justicia pronta, que se traduce en la obligación de los 

órganos y las autoridades encargadas de su impartición de resolver las 

controversias ante ellas planteadas, dentro de los términos y plazos 

que para tal efecto se establezcan en las leyes.

2. Justicia completa, esto es, que la autoridad que conoce el 

asunto y va a resolver la controversia, emita pronunciamiento respecto 

de los aspectos debatidos, garantizando al gobernado la obtención de 

una resolución en la que, mediante la aplicación de la ley al caso 

concreto, se resuelva si le asiste o no la razón sobre la totalidad de los 

derechos cuya tutela jurisdiccional ha solicitado.

3. Justicia imparcial, lo que implica que el juzgador emita una 

resolución, no sólo apegada a derecho, sino, fundamentalmente, que 

no se advierta favoritismo respecto de alguna de las partes o 

arbitrariedad en el sentido de la resolución.

4. Justicia gratuita, que significa que los órganos del Estado 

encargados de la impartición de justicia, así como los servidores 

públicos a quienes se encomienda dicha función, no cobren a las 

partes en conflicto, emolumento alguno por la prestación de ese 

servicio público.

Este numeral establece la garantía de acceso a la tutela 

jurisdiccional, la cual debe ser, en lo que aquí interesa, pronta y 

completa y acoge el principio de ejecución de las sentencias; de ahí 

que las leyes locales y federales deban establecer los medios 

necesarios para garantizar esta última, ya que, de no hacerlo se haría 

nugatoria la primera.

Luego, si toda persona tiene derecho a que se le administre 

justicia por tribunales que estarán expeditos para impartirla en los 

plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de 

manera pronta, completa e imparcial, ese derecho debe verse 
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complementado con la ejecución de la sentencia que le resultó 

favorable, con la certeza de que lo obtenido en ella no quede sólo en 

una actuación de buena fe del tribunal, esperando la realización 

voluntaria del pago por parte del vencido, sino que con base en tal 

garantía, sea capaz el propio tribunal de velar porque, en caso de 

cumplimiento forzoso de la sentencia, ésta realmente sea 

materializada.

Por su parte, el artículo 1° de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos dispone: 

"Artículo 1°.-En los Estados Unidos Mexicanos todas las 
personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta 
Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado 
Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, 
cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los 
casos y bajo las condiciones que esta Constitución establece.

Las normas relativas a los derechos humanos se 
interpretarán de conformidad con esta Constitución y con los 
tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo 
a las personas la protección más amplia.

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, 
tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar 
los derechos humanos de conformidad con los principios de 
universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En 
consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y 
reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos 
que establezca la ley.

Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos 
Mexicanos. Los esclavos del extranjero que entren al territorio 
nacional alcanzarán, por este solo hecho, su libertad y la 
protección de las leyes.

Queda prohibida toda discriminación motivada por origen 
étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la 
condición social, las condiciones de salud, la religión, las 
opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier 
otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto 
anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas."

De la lectura del primer párrafo del precepto invocado, se 

advierte la obligación del Estado Mexicano de reconocer y tutelar los 

derechos humanos reconocidos tanto en la Constitución como en los 

tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así 

como garantizar su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni 
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suspenderse, salvo los casos que prevé la propia Constitución. 

Además, incorpora la obligación de que las normas relativas a 

los derechos humanos se interpretarán de conformidad con la 

Constitución y con los tratados internacionales de la materia, 

favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia.

De igual forma, la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos, adoptada en la Ciudad de San José de Costa Rica, el 

veintidós de noviembre de mil novecientos sesenta y nueve, publicada 

en el Diario Oficial de la Federación el siete de mayo de mil 

novecientos ochenta y uno, en el numeral 25 refiere: 

"Artículo 25. Protección Judicial:
1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido 

o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales 
competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos 
fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la 
presente convención, aun cuando tal violación sea cometida por 
personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales.

2. Los Estados partes se comprometen:

a) a garantizar que la autoridad competente prevista por el 
sistema legal del Estado decidirá sobre los derechos de toda 
persona que interponga tal recurso;

b) a desarrollar las posibilidades de recurso judicial, y 

c) a garantizar el cumplimiento, por las autoridades 
competentes, de toda decisión en que se haya estimado 
procedente el recurso.".

Del precepto transcrito se advierte que la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos reconoce el derecho que tiene 

toda persona a un proceso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso 

efectivo ante los jueces o tribunales competentes y que la ampare 

contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la 

Constitución, la ley o la convención, y para ello, los Estados signantes 

se comprometen a garantizar, entre otros aspectos, el cumplimiento 

por las autoridades competentes de las resoluciones dictadas en los 

procesos.
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Respecto a las garantías citadas, la Ley del Trabajo de los 

Servidores Públicos del Estado y Municipios de la entidad establece la 

obligación a cargo del Presidente del Tribunal, de vigilar el pronto 

cumplimiento de los laudos. 

El artículo 250, establece: 

"Artículo 250. (.)
En la ejecución de los laudos y convenios que han sido 

elevados a la categoría de laudo corresponde al Presidente del 
Tribunal o de la Sala, dictar las medidas necesarias, para que la 
misma sea pronta y expedita."

De dicho artículo, se evidencian dos obligaciones de las 

autoridades jurisdiccionales laborales, con relación a la ejecución de 

los laudos. La primera de ellas consiste en el deber de realizar todos 

actos necesarios a fin de lograr su cumplimiento, es decir, que deben 

agotar los medios legales a su alcance para que se materialicen las 

resoluciones dictadas, por lo que las determinaciones que dicten, 

deben ser idóneas para tal fin. La segunda, se refiere a que dichos 

actos deben ser realizados evitando su dilación.  

Los artículos 251 al 256, del ordenamiento burocrático, 

establecen el procedimiento a seguir para lograr la ejecución de 

laudos, en los siguientes términos:

"ARTÍCULO 251. Siempre que en ejecución de un laudo o 
convenio deba entregarse una suma de dinero o el cumplimiento 
de un derecho al servidor púbico, el presidente cuidará que se le 
otorgue personalmente. 

Los titulares de las instituciones o dependencias y los sujetos 
a esta ley, se atendrán a lo dispuesto por los laudos y convenios, 
ordenando, en su caso el pago de las indemnizaciones sueldos o 
cualquier prestación en dinero que se determine en ellos, previo el 
establecimiento de una partida presupuestal específica para la 
liquidación respectiva. 

Artículo 252. En caso de incumplimiento del laudo o 
convenio en los términos o modalidades establecidas en el artículo 
251 de esta ley, el Tribunal o Sala, a petición de la parte 
interesada, dictará auto de requerimiento de pago y embargo, 
estableciendo los medios de apremio que podrán ser empleados 
para su cumplimiento y realizará las diligencias necesarias para su 
ejecución. 
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La diligencia de requerimiento de pago y embargo se 
practicará en el domicilio de la institución pública, dependencia 
demandada, nuevo domicilio o denominación del deudor, misma 
que se realizará con su titular o su representante legal; si estos no 
estuviesen el día y hora fijados la diligencia se practicará con el 
servidor público que se encuentre presente. 

En las diligencias de requerimiento de pago y embargo se 
observarán las normas siguientes: 

I. El actuario asociado personalmente con el actor, requerirá 
el pago a la persona con quien atienda la diligencia y si no efectúa 
el mismo procederá al embargo; para tal efecto, requerirá al 
compareciente por la demandada para que señale bienes 
tangibles de fácil realización o exhiba el título de crédito suficiente 
que garanticen el crédito laboral y en caso de no hacerlo, dicho 
derecho se transfiere al actor; 

II. El actuario podrá, en caso necesario, solicitar el auxilio de 
la Fuerza Pública, para llevar a cabo la diligencia;  

III. El actuario, bajo su responsabilidad, embargará 
únicamente los bienes necesarios para garantizar el monto 
adeudado, para lo cual observará el siguiente orden: a) la partida 
presupuestal a que se refiere el artículo 251 del presente 
ordenamiento, b) cuenta bancaria excepto aquellas que provengan 
de participaciones y aportaciones federales conforme a las leyes 
fiscales correspondientes, previa comprobación de los hechos a 
solicitud del demandado, c) bienes del demandado en términos de 
la Ley de Bienes del Estado de México y de sus Municipios, 
excepto aquella maquinaria, vehículos e instrumentos de los 
organismos de salud para la atención, cuidado y protección de los 
pacientes, de seguridad, así como aquellos necesarios para los 
organismos de protección civil en atención a las contingencias y 
atención de emergencias ciudadanas, previa comprobación de los 
hechos a solicitud del demandado; y 

IV. En caso de que el demandado en la diligencia de 
embargo, señale cuentas bancarias inexistentes, imprecisas, sin 
fondos suficientes, o inclusive, cierre sus instalaciones sin 
justificación oficial alguna con el objetivo de evadir su 
responsabilidad, la parte actora podrá solicitar que se le de vista al 
Presidente ejecutor, para que, previa comprobación y valoración 
de los hechos, le imponga al titular de la Institución Pública una 
multa que podrá ser de 100 a 5000 veces del valor diario de la 
Unidad de Medida y Actualización vigente. 

Cuando el embargo deba recaer en bienes que se 
encuentren fuera del lugar donde se practique la diligencia, el 
actuario se trasladará al lugar donde manifieste la parte que 
obtuvo que se encuentren y previa identificación de los mismos, 
practicará el embargo. 

Si los bienes embargados fuesen dinero o créditos 
realizables en el acto, el Actuario trabará embargo y los pondrá a 
disposición del Presidente ejecutor, quien deberá resolver sobre el 
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pago del actor. 

Si los bienes embargados son muebles, se pondrán en 
depósito de la persona, que bajo su responsabilidad designe la 
parte que obtuvo el embargo. El depositario debe informar al 
Presidente ejecutor del lugar en que quedarán los bienes 
embargados bajo su custodia. La parte que obtuvo podrá solicitar 
el cambio de depositario.

Artículo 253. Los medios de apremio que podrán ser 
empleados por el Tribunal o la Sala, para el cumplimiento de un 
laudo o convenio son: 

I. Multa que podrá ser, de uno hasta quince días del salario 
base que perciba el servidor público; 

II. Multa que podrá ser, de cincuenta hasta cien días del 
salario base que perciba el servidor público; y

III. En caso de reincidencia, la suspensión temporal del cargo 
del servidor público hasta de uno a quince días sin goce de 
sueldo, así sucesivamente hasta su cumplimiento. 

El Tribunal o la Sala respetarán estrictamente el orden, de los 
medios de apremio establecidos en este artículo. 

Las Salas en un término de cinco días, remitirán el 
expediente al Tribunal para que acuerde sobre la suspensión 
temporal del cargo del servidor público. 

El Tribunal al recibir los autos resolverá de plano, notificando 
al superior jerárquico para que proceda a cumplir sobre la 
suspensión temporal del cargo del servidor público."

Artículo 254. El Tribunal, tratándose de la suspensión 
temporal hecha a un servidor público, podrá revocar su resolución 
si el Titular de la Institución o dependencia da cumplimiento al 
laudo o convenio dentro de los sesenta días naturales siguientes a 
la fecha de la notificación de la resolución.

Artículo 255. La diligencia de requerimiento de pago, con la 
prevención o de la aplicación de las medidas de apremio 
señaladas en este capítulo, en caso de incumplimiento, se hará 
mediante oficio dirigido y en el domicilio de la institución pública o 
dependencia demandada, el actuario practicará la diligencia con el 
servidor público que se encuentre presente." 

Artículo 256. El actuario dará cuenta de la diligencia al 
Tribunal o a la Sala quienes girarán oficio al titular de la institución 
pública o dependencia responsable de administrar dichos 
recursos, quien a su vez tendrá la obligación de entregar el 
importe del crédito laboral ante el Tribunal, o la Sala en un plazo 
no mayor de veinte días hábiles. Los titulares de las instituciones 
públicas o dependencias responsable del personal y los 
superiores jerárquicos de los servidores públicos multados tendrán 
la obligación de informar en un plazo no mayor de treinta días 
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hábiles, el cumplimiento de la resolución respectiva, haciéndose 
acreedores, en caso contrario, de los medios de apremio que 
menciona este capítulo." 

De lo anterior se advierte que, para ejecutar un laudo, que 

condene a entregar dinero, el tribunal vigilará que dicha cantidad se dé 

personalmente al trabajador, atento al establecimiento previo de una 

partida presupuestal específica para la liquidación respectiva.

También se colige que, en caso de incumplimiento voluntario se 

dictará auto de requerimiento de pago y embargo, estableciendo los 

medios de apremio que podrán ser empleados para su cumplimiento y 

realizará las diligencias necesarias para su ejecución. 

En la diligencia de requerimiento de pago y embargo, además 

de observar otras formalidades, el actuario requerirá el pago al 

condenado, si este no lo hace, procederá al embargo de los bienes que 

señale este y en caso de no hacerlo, lo hará el actor; para ello, el 

actuario, bajo su responsabilidad, embargará únicamente los bienes 

necesarios para garantizar el monto adeudado, en el orden siguiente: 

a) la partida presupuestal a que se refiere el artículo 251 del 
presente ordenamiento; b) cuenta bancaria, excepto aquellas que 
provengan de participaciones y aportaciones federales conforme 
a las leyes fiscales correspondientes, previa comprobación de los 
hechos a solicitud del demandado; c) bienes del demandado en 
términos de la Ley de Bienes del Estado de México y de sus 
Municipios.

En el caso, de las constancias que obran en autos, se advierte 

que la parte quejosa obtuvo a su favor un laudo que condena al 

ayuntamiento tercero interesado al pago de cierta cantidad de dinero; 

documentales que se les otorga valor probatorio pleno, en términos de 

los artículos 129 y 202 del Código Federal de Procedimientos Civiles, 

de aplicación supletoria a la Ley de Amparo, por disposición expresa 

de su artículo 2°, por tratarse de actuaciones judiciales.

También, se advierte que en la diligencia de requerimientos de 

pago de la condena de trece de febrero de dos mil veintiséis, el 

ayuntamiento demandado, por conducto de su representante legal 
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manifestó que se oponía física, jurídica y materialmente a la diligencia 

que se pretendía ejecutar, pues si bien es cierto, existía una deuda, no 

contaba con el recurso necesario para dar cumplimiento en su 

totalidad; además que se debía tomar en consideración que los benes 

de su representada era inembargables y sería nulo cualquier embargo. 

Posteriormente, el apoderado de la actora solicitó ante el 

reconocimiento de la deuda, la negativa de pago y la renuncia a 

señalar bienes de embargo, se embargara la cuenta bancaria 

**********, a cargo de la institución bancaria BBVA, Bancomer, de la 

cual era titular el Ayuntamiento demandado; por lo que, el actuario dio 

por concluida la diligencia, precisando que no era posible trabar formal 

embargo sobre la cuenta mencionada; toda vez que no se 

proporcionaron todos los elementos necesarios.

Lo anterior denota que las autoridades responsables han sido 

omisas en vigilar el cumplimiento al laudo que el aquí quejoso obtuvo a 

su favor, pese a la actitud evasiva y reticente que la demandada ha 

manifestado para cumplirlo, siendo que el derecho a ejecutar tal fallo, 

es un derecho humano previsto en el artículo 17 Constitucional 

conforme a lo expresado líneas precedentes.

Lo anterior, pese a que el artículo 252 de la Ley del Trabajo de 

los Servidores Públicos del Estado y Municipios, establece en lo que 

aquí interesa, que en la diligencia de requerimiento de pago y 

embargo, el actuario requerirá de pago a la persona con quien atienda 

la diligencia, en caso que no se efectúe el pago, entonces deberá 

proceder al embargo.

Sin embargo, ello no aconteció en la especie, ni siquiera 

mediando la solicitud expresa en la diligencia de mérito, en que el actor 

aquí quejoso pidió se embargara la cuenta del Ayuntamiento 

demandando.

Todo lo anterior revela la ilegalidad de la actuación del actuario 

responsable en el sentido de negarse a embargar la cuenta bancaria 

que le fue requerida; en su caso a través de oficio de solicitud a la 

citada institución bursátil que hubiese ordenado la presidenta del 
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tribunal, pues como se ha puesto de relieve, la justificación expresada 

en el sentido de que no se proporcionaron los elementos necesarios, 

es indebida en la medida que restringe el derecho del actor de ejecutar 

el laudo que obtuvo a su favor, en términos de lo que el diverso 

precepto 252, tercer párrafo, fracción III, inciso b) establece, respecto a 

que sí era factible embargar cuentas bancarias del demandado, para lo 

cual resultaba no solo útil, sino necesario, enviar el oficio a la Comisión 

Nacional Bancaria y de Valores, a fin de tener la información cierta y 

correcta en torno a las cuentas bancarias del instituto demandado.

Lo anterior, también denota lo inexacto de la consideración 

expuesta, ya que quedó evidenciado que la conducta del actuario 

durante la diligencia de requerimiento de pago y embargo, debe regirse 

por lo dispuesto en el artículo 252 de la Ley del Trabajo de los 

Servidores Públicos del Estado y Municipios, que en lo que aquí 

interesa, le faculta a embargar cuentas bancarias.

Además de que con dichas manifestaciones se dio cuenta a la 

presidenta del tribunal, para que acordara lo conducente; sin que ésta 

haya proveído al respecto. 

De ahí que sea evidente que las autoridades responsables 

actuaron en contravención a la norma, porque no aplicaron los medios 

que la ley puso a su alcance para hacer cumplir el laudo respectivo, lo 

cual es una obligación que pesaba sobre las autoridades responsables 

a fin de lograr el cumplimiento del laudo, lo cual, además, por mandato 

constitucional debían realizar de manera pronta y en estricto apego a lo 

establecido por la ley relativa en cuanto al procedimiento de ejecución 

de los laudos.  

Apoya lo anterior, la tesis aislada I.3o.T.180 L, visible en el 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 

Tomo XXVIII, Agosto de 2008, página 1097, número de registro 

169104, con el rubro y texto que a la letra dicen:

"EJECUCIÓN DE LAUDOS. AL DEMOSTRARSE QUE LA 
RESPONSABLE SE HA EXCEDIDO EN LOS TÉRMINOS QUE 
AL RESPECTO DISPONE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, 
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DEBE CONCEDERSE EL AMPARO PARA QUE SEAN 
CUMPLIDOS, SALVO QUE EXISTA CAUSA IMPUTABLE A LAS 
PARTES O A OTRAS AUTORIDADES (APLICACIÓN DE LAS 
JURISPRUDENCIAS 2a./J. 44/2007 Y 2a./J. 45/2007).La 
Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en las 
jurisprudencias 2a./J. 44/2007 y 2a./J. 45/2007, publicadas en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Tomo XXV, abril de 2007, páginas 373 y 528, de rubros: 
"AMPARO. PROCEDE CONTRA LAS OMISIONES Y 
DILACIONES EN EL TRÁMITE DE UN JUICIO LABORAL 
DENTRO DE LOS PLAZOS Y TÉRMINOS LEGALES, AUN 
TRATÁNDOSE DE LAS SUBSECUENTES A LAS 
RECLAMADAS." y "SENTENCIA DE AMPARO. CUANDO SE 
CONCEDE LA PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL POR 
VIOLACIÓN A LA GARANTÍA DE IMPARTICIÓN DE JUSTICIA 
PRONTA, SUS EFECTOS DEBEN COMPRENDER NO SÓLO 
LAS OMISIONES Y DILACIONES DE TRAMITAR UN JUICIO 
LABORAL DENTRO DE LOS PLAZOS Y TÉRMINOS LEGALES, 
SEÑALADAS EN LA DEMANDA DE GARANTÍAS, SINO 
TAMBIÉN LAS SUBSECUENTES.", respectivamente, determinó 
que cuando la autoridad laboral no desarrolla el juicio dentro de 
los términos y plazos establecidos en las leyes, vulnera el artículo 
17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
debido a que la omisión o retardo en la tramitación afecta todo el 
procedimiento, al estar conformado por una serie de actos y 
etapas concatenadas o unidas entre sí. Ahora bien, la 
circunstancia de que dichas jurisprudencias aludan a la abstención 
u omisión en la tramitación oportuna del juicio, no impide que 
resulten aplicables a la etapa de ejecución de un laudo, debido a 
que aun en ese periodo los gobernados cuentan con el derecho 
subjetivo público, en forma de garantía individual, para que se les 
administre justicia de manera pronta, entendida ésta como la 
solución de los aspectos litigiosos dentro de los términos y plazos 
establecidos en las leyes. Aunado a lo anterior, del propio texto de 
la ejecutoria que originó dichas jurisprudencias se advierte la 
posibilidad de que la violación al mencionado artículo 17 se dé 
tanto en la marcha del juicio, como en la tramitación del 
"procedimiento respectivo". Luego, si en autos se demuestra que 
en la ejecución de un laudo no se ha cumplido dicha garantía, por 
no acatarse los artículos 940, 968, 970 y 971 de la Ley Federal del 
Trabajo, los cuales, en términos generales, prevén que la 
ejecución de los laudos debe hacerse de forma pronta y expedita; 
las reglas que deben seguirse en los embargos; la manera en que 
se otorgará valor a los bienes embargados; el registro que debe 
existir del gravamen; y la forma de llevarse a cabo el remate; debe 
concederse el amparo a fin de que la responsable provea lo 
conducente a efecto de que con prontitud y sin exceder los 
términos señalados en estos últimos preceptos, lleve a cabo la 
ejecución del laudo, salvo que existan causas imputables a las 
partes o a otras autoridades."

Con lo anterior, se traduce en la imposibilidad que tienen las 

autoridades judiciales de retardar o entorpecer indefinidamente la 

función de administrar justicia, teniendo en consecuencia, la obligación 
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de sustanciar y resolver los juicios ante ellas ventilados dentro de los 

términos establecidos por las leyes procesales respectivas.

En ese tenor, están obligadas a observar los derechos que 

integran la garantía prevista en el artículo 17 Constitucional, todas 

aquéllas autoridades que realizan actos materialmente jurisdiccionales, 

las que en su ámbito de competencia tienen la atribución para dirimir 

conflicto suscitado entre diversos sujetos de derecho, con 

independencia de que se trate de órganos judiciales, o bien, sólo 

materialmente jurisdiccionales.

Consecuentemente, se estima vulnerado en perjuicio del 

peticionario del amparo, el derecho humano a la obtención de justicia, 

consagrado en el artículo 17 constitucional, en su vertiente del 

cumplimiento de un fallo favorable. Esto, pues el tribunal responsable 

soslayó su obligación de velar por el debido acatamiento del laudo 

emitido en el juicio laboral  ********, en los términos y formas que 

establece la legislación aplicable de la materia.

Sirve de apoyo a lo expuesto, la jurisprudencia 2a./J. 192/2007, 

de la extinta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, publicada en la página doscientos nueve, tomo XXVI, octubre 

de dos mil siete, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 

Novena Época, con número de registro 271157, cuyos rubro y texto 

establecen:

“ACCESO A LA IMPARTICIÓN DE JUSTICIA. EL 
ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS ESTABLECE DIVERSOS 
PRINCIPIOS QUE INTEGRAN LA GARANTÍA INDIVIDUAL 
RELATIVA, A CUYA OBSERVANCIA ESTÁN OBLIGADAS LAS 
AUTORIDADES QUE REALIZAN ACTOS MATERIALMENTE 
JURISDICCIONALES. La garantía individual de acceso a la 
impartición de justicia consagra a favor de los gobernados los 
siguientes principios: 1. De justicia pronta, que se traduce en la 
obligación de las autoridades encargadas de su impartición de 
resolver las controversias ante ellas planteadas, dentro de los 
términos y plazos que para tal efecto establezcan las leyes; 2. De 
justicia completa, consistente en que la autoridad que conoce del 
asunto emita pronunciamiento respecto de todos y cada uno de 
los aspectos debatidos cuyo estudio sea necesario, y garantice al 
gobernado la obtención de una resolución en la que, mediante la 
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aplicación de la ley al caso concreto, se resuelva si le asiste o no 
la razón sobre los derechos que le garanticen la tutela 
jurisdiccional que ha solicitado; 3. De justicia imparcial, que 
significa que el juzgador emita una resolución apegada a derecho, 
y sin favoritismo respecto de alguna de las partes o arbitrariedad 
en su sentido; y, 4. De justicia gratuita, que estriba en que los 
órganos del Estado encargados de su impartición, así como los 
servidores públicos a quienes se les encomienda dicha función, no 
cobrarán a las partes en conflicto emolumento alguno por la 
prestación de ese servicio público. Ahora bien, si la citada garantía 
constitucional está encaminada a asegurar que las autoridades 
encargadas de aplicarla lo hagan de manera pronta, completa, 
gratuita e imparcial, es claro que las autoridades que se 
encuentran obligadas a la observancia de la totalidad de los 
derechos que la integran son todas aquellas que realizan actos 
materialmente jurisdiccionales, es decir, las que en su ámbito de 
competencia tienen la atribución necesaria para dirimir un conflicto 
suscitado entre diversos sujetos de derecho, independientemente 
de que se trate de órganos judiciales, o bien, sólo materialmente 
jurisdiccionales.”

Octavo. Efectos de la sentencia de amparo. En las relatadas 

condiciones, ante lo fundado de los conceptos de violación que hace 

valer el promovente del amparo, aunque suplido en su deficiencia, lo 

procedente es conceder el amparo y protección de la Justicia Federal a 

****** ******** ********* , para el efecto de que la Presidente del 
Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje del Estado de México, 

una vez que cause ejecutoria la presente resolución, realice lo 

siguiente: 

1. Emita un proveído en el que, con base en lo solicitado por la 

persona quejosa en la diligencia de trece de febrero de dos mil 

veintiséis, envíe el oficio a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, 

desde luego conforme a lo expuesto en el presente fallo. 

En la inteligencia que el fallo protector se tendrá por cumplido 

una vez que el tribunal responsable remita a este juzgado la constancia 

que acredite que libró la comunicación de mérito.

Es aplicable a lo anterior, la tesis 2a. CV/2013 (10a.), 

sustentada por la extinta Segunda Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, publicada en la página 732, Libro 1, Diciembre de 

2013, Tomo I, Décima Época, de la Gaceta del Semanario Judicial de 

la Federación, registro digital 2005150, que a la letra dice:
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“CUMPLIMIENTO DE SENTENCIAS DE AMPARO. LOS 
ALCANCES POR LOS QUE SE OTORGUE LA PROTECCIÓN 
CONSTITUCIONAL DEBEN DELIMITARSE EN FUNCIÓN DEL 
ACTO RECLAMADO Y EN CONSIDERACIÓN DE LA ETAPA 
PROCESAL EN LA QUE SE SITÚA DENTRO DEL 
PROCEDIMIENTO LABORAL (ABANDONO DE LA 
JURISPRUDENCIA 2a./J. 45/2007). Esta Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 
citada, sostuvo que cuando se concede la protección 
constitucional por violación a la garantía de impartición de justicia 
pronta, contenida en el artículo 17 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, los efectos de la sentencia de 
amparo deben comprender no sólo las omisiones y dilaciones de 
tramitar un juicio laboral dentro de los plazos y términos legales, 
señaladas en la demanda de amparo, sino también las 
subsecuentes. Sin embargo, una nueva reflexión conduce a 
abandonar el criterio referido, toda vez que los alcances por los 
que se otorgue la protección constitucional deben delimitarse en 
función del acto reclamado y en consideración a la etapa 
procedimental en la que se sitúa dicho acto dentro del 
procedimiento laboral, en respeto a los principios de congruencia y 
exhaustividad de las sentencias previstos en los artículos 74, 75 y 
77 de la Ley de Amparo, publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 2 de abril de 2013.”

Por lo expuesto y con fundamento en los artículos 74, 75 y 76, 

de la Ley de Amparo, se:

RESUELVE:

Único. La Justicia de la Unión ampara y protege a  ****** 

******** *********, por propio derecho, respecto del acto reclamado 

que atribuyó al Presidente del Tribunal Estatal de Conciliación y 
Arbitraje del Estado de México y otra autoridad, por los motivos 

expuestos en el considerando séptimo de esta sentencia, para los 

efectos precisados en el diverso octavo. 

Notifíquese como legalmente corresponda.

Lo resolvió y firma Itzel Alejandra Martínez Arriaga, Jueza 

Séptimo de Distrito en Materias Administrativa, Civil y de Trabajo en el 

Estado de México, con residencia en Toluca, el día de hoy trece de 
abril de dos mil veintiséis, fecha en que las labores del juzgado así 

lo permitieron, asistida de Arturo de Jesús Jiménez Borja, Secretario 

que autoriza y da fe.
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EL SECRETARIO DEL JUZGADO CERTIFICA: QUE LA PRESENTE 
DETERMINACIÓN SE ENCUENTRA INTEGRADA AL EXPEDIENTE ELECTRÓNICO Y 
CONCUERDA CON EL EXPEDIENTE FÍSICO. DOY FE.

EL SECRETARIO DEL JUZGADO CERTIFICA: CON FUNDAMENTO EN EL 
ARTÍCULO 26-BIS DEL ACUERDO GENERAL DEL EXTINTO PLENO DEL CONSEJO DE 
LA JUDICATURA FEDERAL, QUE ABROGA LOS ACUERDOS DE CONTINGENCIA POR 
COVID-19 Y REFORMA, ADICIONA Y DEROGA DIVERSAS DISPOSICIONES RELATIVAS 
A LA UTILIZACIÓN DE MEDIOS ELECTRÓNICOS Y SOLUCIONES DIGITALES COMO 
EJES RECTORES DEL NUEVO ESQUEMA DE TRABAJO EN LAS ÁREAS 
ADMINISTRATIVAS Y ÓRGANOS JURISDICCIONALES DEL PROPIO CONSEJO, QUE LA 
AUDIENCIA CONSTITUCIONAL DEL PRESENTE JUICIO DE AMPARO SE CELEBRÓ A 
LAS ONCE HORAS CON CUARENTA MINUTOS DEL DIEZ DE ABRIL DE DOS MIL 
VEINTISÉIS Y EL ENGROSE SE FIRMA HASTA ESTA FECHA TRECE DE ABRIL DE 
DOS MIL VEINTISÉIS, EN QUE LO PERMITIERON LAS LABORES DEL JUZGADO. DOY 
FE.

EL SECRETARIO DEL JUZGADO CERTIFICA: QUE SE REALIZÓ LA VERSIÓN 
PÚBLICA EN LA QUE SE SUPRIMIÓ LA INFORMACIÓN CONSIDERADA LEGALMENTE 
COMO CONFIDENCIAL, EN TÉRMINOS DE LA FRACCIÓN I, DEL ARTÍCULO 113 DE LA 
LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA, POR 
TRATARSE DE DATOS PERSONALES CONCERNIENTES A UNA PERSONA FÍSICA 
IDENTIFICADA O IDENTIFICABLE. DOY FE.

En esta fecha se hace constar que se envió el oficio . Conste.

En Toluca, Estado de México, siendo las nueve horas del 
______________________________, el Actuario del Juzgado Séptimo de 
Distrito en Materias Administrativa, Civil y de Trabajo en el Estado de México, 
publicó en la lista de este órgano jurisdiccional, la resolución o acuerdo que 
antecede, con lo cual quedan notificadas de ello las partes en este juicio de 
amparo, hecha excepción de las que deban notificarse personalmente o por 
oficio, se asienta la presente razón, de conformidad con lo dispuesto por los 
artículos 24, 26 fracción III, y 29, de la Ley de Amparo. Doy fe.

Actuario judicial.

En _________________________, surtió todos sus efectos legales 
la notificación a que se refieren las razones que anteceden, conforme a la 
fracción II del artículo 31 de la Ley de Amparo. Doy fe.

Actuario judicial.
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aEl trece de abril de dos mil veintiseis, el licenciado Arturo de Jesús Jiménez

Borja, Secretario(a), con adscripción en el Juzgado Séptimo de Distrito en
Materias Administrativa, Civil y de Trabajo en el Estado de México, con
residencia en Toluca, hago constar y certifico que en esta versión pública no
existe información clasificada como confidencial o reservada en términos de
la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública. Conste.


